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Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, la Jueza 

Soroeta Kodesh y el Juez Sánchez Ramos.   
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

El Sr. Orlando Ramos Cabán (el “Recurrente”), miembro de 

la población correccional, comparece, por derecho propio, 

mediante recurso de revisión judicial, y nos solicita que revisemos 

una supuesta decisión del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación (“Corrección”) en conexión, aparentemente, con un 

proceso disciplinario en contra del Recurrente a raíz de una 

querella.  Por las razones que se exponen a continuación, 

confirmamos la decisión impugnada.  

Según el “Informe de Querella” que acompañó el Recurrente, 

se le imputó que, como resultado de un registro rutinario, éste “se 

extrae de su cavidad anal un celular”.  Expone que el 29 de abril 

de 2016 recibió una “contestación en donde lo encuentran incurso” 

y que, ese mismo día, presentó una reconsideración.  Acompañó 

una Resolución de Corrección en la cual se acredita haber recibido 

la reconsideración el 29 de abril y en la cual se informa que se 

resolverá en los siguientes 90 días.  El Recurrente alega en su 
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recurso que el mencionado término de 90 días transcurrió, sin que 

fuese notificado de una decisión, por lo cual presentó el recurso de 

referencia el 3 de agosto de 2016. 

El Recurrente argumenta que “dicho celular era del 

compañero de celda”, quien hizo una “declaración jurada en donde 

especifica que ese celular era de él”.  También plantea que el 

nombre del sargento que le entregó el Informe de Querella tenía 

que estar consignado en letra del molde, pero estaba en “cursivo”, 

y que dicho informe le fue entregado más de 24 horas después de 

ocurridos los hechos, en supuesta violación al reglamento 

pertinente. 

Como cuestión de umbral, resaltamos que el Recurrente 

incumplió de forma crasa con los requisitos de la Regla 59 de 

nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 59.  Por ejemplo, el 

Recurrente únicamente acompañó, como anejo al recurso de 

referencia, el “Informe de Querella” y la Resolución de Corrección 

en la que se informa que se recibió la solicitud de reconsideración 

del Recurrente y que la misma “será atendida” en los próximos 90 

días.  No se acompañó la decisión de Corrección mediante la cual 

se determinó sancionarlo, ni la solicitud de reconsideración a la 

cual se hace referencia.   

Era necesario que el Recurrente acompañara todo escrito, 

resolución u orden que formara parte del expediente y que fuera 

pertinente a la controversia planteada en su recurso, incluyendo 

los que nos permiten determinar si tenemos jurisdicción para 

entender sobre su solicitud.  El recurso no contiene argumentos o 

fundamentos de derecho en apoyo de su solicitud, ni tampoco 

contiene cubierta ni los índices requeridos.  No se incluye una 

relación fiel y concisa de los hechos procesales y materiales del 

caso.   
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La parte que acude ante nosotros tiene la obligación de 

colocarnos en posición de poder determinar si tenemos jurisdicción 

para entender en el asunto y para revisar la determinación de la 

cual se recurre. Morán v. Martí, 165 DPR 356, 366-367 (2005); Soto 

Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 90-1 (2013).  Para ello, se 

requiere un señalamiento de los errores alegadamente cometidos 

por el ente recurrido y una discusión fundamentada de éstos, 

haciendo referencia a los hechos y al derecho que sustentan los 

planteamientos de la parte. Íd.  De lo contrario, el recurso no se 

habrá perfeccionado y no tendremos autoridad para atenderlo. Íd. 

Nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que “el hecho de que 

las partes comparezcan por derecho propio, por sí solo, no justifica 

que incumplan con las reglas procesales”. Febles v. Romar, 159 

DPR 714, 722 (2003).  Por lo tanto, el Recurrente venía obligado al 

fiel cumplimiento del trámite prescrito en las leyes y reglamentos 

aplicables al recurso instado ante nosotros. Soto Pino v. Uno Radio 

Group, supra.  El hecho de que el Recurrente esté confinado no le 

concede un privilegio sobre otros litigantes en cuanto al trámite del 

recurso.  

Resaltamos, además, que todo litigante tiene que cumplir 

con su obligación de acompañar el pago de aranceles para iniciar 

el trámite de su causa; de lo contrario, el recurso sería inoficioso.  

Ley Núm. 47-2009, 32 LPRA sec. 1477 et seq; In re: Aprobación 

Der. Arancelarios R. J., 179 DPR 985 (2010); Gran Vista I v. 

Gutiérrez y Otros, 170 DPR 174, 188-9 (2007).  En este caso, 

tampoco surge que el Recurrente hubiese presentado el pago de 

aranceles requerido, ni tampoco que haya solicitado (ni mucho 

menos que se le haya autorizado a) litigar in forma pauperis. 

No obstante lo anterior, al considerar en sus méritos los 

argumentos del Recurrente, concluimos que procede la 

confirmación de la decisión recurrida, pues no se desprende, de la 
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argumentación del Recurrente, razón para intervenir con la 

aparente decisión administrativa.   

En la evaluación de una solicitud de revisión judicial, los 

tribunales tienen que otorgar gran deferencia a las decisiones que 

toman las agencias administrativas, pues son éstas las que, de 

ordinario, poseen el conocimiento especializado para atender los 

asuntos que les han sido encomendados por ley. Camacho Torres v. 

AAFET, 168 DPR 66, 91 (2006).  Se presumen correctas las 

determinaciones de hecho emitidas por las agencias 

administrativas y éstas deben ser respetadas a menos que quien 

las impugne presente evidencia suficiente para concluir que la 

decisión de la agencia fue irrazonable de acuerdo a la totalidad de 

la prueba examinada. Íd.  Por lo tanto, “la revisión judicial ha de 

limitarse a determinar si la agencia actuó arbitrariamente, 

ilegalmente o de manera tan irrazonable que su actuación 

constituyó un abuso de discreción”. Íd.     

Por su parte, la Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme (“LPAU”), Ley Núm. 170 de 12 de agosto 

de 1988, según enmendada, 3 LPRA sec. 2175, dispone que el 

tribunal deberá sostener las determinaciones de hecho de la 

agencia cuando estén basadas en evidencia sustancial que surja 

del expediente administrativo.  Sin embargo, el tribunal podrá 

revisar en todos sus aspectos las conclusiones de derecho de las 

decisiones de la agencia. Íd.    

En resumen, al ejercer su facultad revisora el tribunal debe 

considerar los siguientes aspectos: (1) si el remedio concedido fue 

apropiado; (2) si las determinaciones de hecho están basadas en 

evidencia sustancial que surge del expediente, y (3) si las 

conclusiones de derecho fueron correctas. Pagán Santiago et al. v. 

ASR, 185 DPR 341, 358 (2012).  
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El señalamiento del Recurrente va dirigido a atacar la 

suficiencia del récord administrativo para sostener la 

determinación de sanción disciplinaria en su contra.  Alega el 

Recurrente que, en realidad, el celular que se le ocupó era de su 

compañero de celda.  No obstante, nuestra función revisora, en 

cuanto a las determinaciones de hecho de Corrección, se limita a 

determinar si las mismas están basadas en evidencia sustancial 

que surja de la totalidad del expediente. Pagán Santiago, supra; 

Asoc. Vec. H. San Jorge v. U. Med. Corp., 150 DPR 70, 75 (2000); 

Sec. 4.5 de la LPAU, 3 LPRA sec. 2175.   

En este caso, el Recurrente no rebatió la presunción de 

corrección de las actuaciones administrativas.  El Recurrente se 

limita a alegar, de forma escueta y sin apoyo en prueba o anejos 

correspondientes al expediente administrativo, que el celular no 

era de él.  Ello, por supuesto, no es suficiente para demostrar error 

alguno por parte de Corrección en conexión con la situación 

reseñada por el Recurrente, particularmente cuando, aun de ser 

cierto lo alegado, ello no desvirtuaría el hecho de que el celular 

estaba en la persona del Recurrente, con lo cual éste violó el 

Código 109 del Reglamento Disciplinario para la Población 

Correccional, Reglamento Núm. 7748, de 23 de septiembre de 

2009, (“Reglamento 7748”). 

En cuanto al argumento relacionado con el momento en que 

se le entregó al Recurrente el Informe de Querella, concluimos que 

no tiene razón el recurrente.  El Informe indica que los hechos 

ocurrieron a las 2:36 PM del 8 de marzo de 2016.  El Querellante 

suscribió la Querella ese mismo día, a las 5:00 PM.  El Informe fue 

entregado al Recurrente al día siguiente (9 de marzo), a las 3:30 

PM.  Este trámite cumple con lo dispuesto en el Reglamento 7748, 

supra.  Ello, pues la querella se presentó dentro de las 24 horas 

del incidente; de hecho, se presentó menos de tres horas luego de 
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ocurrido el incidente.  Véase Sec. 10-B del Reglamento 7748, 

supra.  Asimismo, según se desprende de lo arriba expuesto, la 

querella se notificó al Recurrente dentro del término de “un (1) día 

laborable siguiente a la presentación de la querella”.  Véase Sec. 

10-E del Reglamento 7748, supra.  Así pues, no tiene razón el 

Recurrente al argumentar que el referido Reglamento requiere que 

se le notifique la querella dentro de las 24 horas de ocurrido el 

incidente. 

Finalmente, en cuanto al argumento de que estaba en 

cursivo, en vez de letra de molde, el nombre del sargento que 

entregó el Informe de Querella, concluimos que ello no tiene 

consecuencia alguna.  Este error no afecta la validez del 

procedimiento seguido, ni la sanción dictada, contra el Recurrente.  

Se trata de un simple error de forma, sin consecuencia práctica o 

sustantiva.  Tampoco se ha planteado que esta situación haya 

afectado la capacidad del Recurrente de defenderse, ni se ha 

impugnado que el Informe en efecto le fue entregado al Recurrente 

en el día y la hora señalada.  Por lo cual, se trata de un error de 

forma sin consecuencia en términos de la validez de lo actuado por 

Corrección. 

Adviértase que los procedimientos disciplinarios contra 

confinados no son formales.  Baéz Díaz v. ELA, 179 DPR 605, 623-

24 (2010); Álamo Romero v. Adm. de Corrección, 175 DPR 314, 331 

(2009).  Dadas las circunstancias particulares que rodean el 

confinamiento penal, las garantías del debido proceso de ley tienen 

una aplicación más atenuada en este contexto, concediéndose 

amplia flexibilidad a las autoridades carcelarias para velar por la 

seguridad de las personas que están en prisión. Álamo Romero, 

supra. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

decisión impugnada.  
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 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


